PROYECTO DE LEY
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS, SANCIONA CON FUERZA DE LEY:
Artículo 1º.- Deróguese el Artículo 27º de la Ley Nº 9.996.-

Artículo 2º.- Comuníquese, etcétera.- 
FUNDAMENTOS
La constitución de la Nación Argentina, en su artículo 16º, establece la igualdad de todos los habitantes ante la ley, así como su admisibilidad en los empleos sin otra condición que la idoneidad.

Asimismo, el artículo 99º de la Carta Magna Nacional dispone, al enunciar las atribuciones del presidente de la nación, la de nombrar los demás jueces de los tribunales federales inferiores en base a una propuesta vinculante en terna del Consejo de la Magistratura, con acuerdo del Senado, en sesión pública, en la que se tendrá en cuenta la idoneidad de los candidatos.

De igual manera, la Constitución de la Provincia de Entre Ríos en su artículo 36º consagra la idoneidad como principal requisito para acceder al empleo público. Puntualmente, en el caso de los magistrados y funcionarios judiciales, conforme lo establecido en los artículos 175º inc. 16) y 180º, el Consejo de la Magistratura será el órgano encargado de determinar, mediante el sistema de concursos públicos, los candidatos más aptos para cubrir las vacantes existentes o que se hubieren generado.

En ese orden de ideas, cabe afirmar que tanto a nivel nacional, como en el ámbito del territorio de nuestra provincia, los procedimientos de selección deben estar destinados a la designación de los profesionales más idóneos.

Ahora bien, resulta necesario señalar que el artículo 27º de la Ley Nº 9996, que regula la constitución y funcionamiento del Consejo de la Magistratura, impone una prohibición temporaria que a nuestro entender atenta contra la finalidad perseguida por las normas constitucionales.

Ello así, toda vez que al disponer que quien haya sido designado en un cargo no podrá presentarse nuevamente en un concurso hasta transcurridos tres años de asumido el mismo, reduce el universo de postulantes, pudiendo marginar a profesionales potencialmente aptos o idóneos para su desempeño.

En igual sentido, la aplicación del mencionado artículo 27º podría acarrear situaciones notoriamente injustas –máxime teniendo en cuenta el tiempo que demandan los procedimientos de selección–, ya que de alguna manera castiga a quien gana un concurso, dejándole trunca la posibilidad de presentarse para nuevas vacantes que se encuentren próximas, mientras que, por otro lado, aquellos que tuvieron menor puntaje en un concurso tienen abierta la posibilidad de postularse cuantas veces lo deseen y en los fueros que quisieren. 

Por otra parte, se advierte que la citada disposición legal viene a establecer una traba donde la propia constitución no lo hace, tornando susceptible a la norma de ser cuestionada. Tal es el caso de lo resuelto en el marco del Concurso Nº 126, en el que el Poder Ejecutivo Provincial sentó un precedente respecto de la cuestión planteada, al admitir la inscripción de la concursante Dra. Fabiola María Livia Bogado (Cfr. Decreto GOB Nº 328/14).

A partir del mentado antecedente, que no se trata de una “práctica” o “costumbre”, sino de un Decreto gubernamental que ha fijado la inteligencia de los textos normativos (Constitución Provincial y Ley reglamentaria), han sido reiterados y plurales los casos en los que se permitió que concursaran cargos los postulantes que estarían segregados por la aplicación estricta del artículo 27º de la Ley Nº 9996. 

Así, los principios de igualdad de trato, seguridad jurídica, buena fe, equidad y respeto al orden jerárquico de la administración, imponen evitar actitudes mutativas de los criterios fijados, las que comprometen la seguridad y estabilidad de los procedimientos que deben seguirse para la cobertura de las vacantes judiciales.

Finalmente, resulta necesario destacar que la solución a adoptar ha sido consensuada con los diferentes sectores involucrados en los procedimientos de selección, como así también existe unanimidad entre los consejeros del Consejo de la Magistratura.  

En virtud de lo expuesto, y a los efectos de posibilitar la mayor participación en los concursos públicos que se realicen, con el objeto que sean nombrados los profesionales que reúnan mayores méritos, máxime teniendo en cuenta la importancia que reviste la función a cargo de los magistrados y funcionarios del Poder Judicial, corresponde derogar la referida prohibición temporaria.

